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1.- VISTOS 

Procede la Sala a resolver la impugnación incoada por el accionante señor DARÍO FERNANDO GIRALDO MEJÍA, contra el fallo de tutela proferido por el señor Juez Sexto Penal del Circuito de Pereira el día dieciocho (18) de julio del año que avanza, con motivo de la acción instaurada contra la Alcaldía de Pereira y el Departamento de Policía Risaralda. 

2.- DEMANDA 

De manera genérica se refiere el actor al perjuicio de varios propietarios y residentes de unos predios localizados en las Carreras 9ª y 10ª entre calles 14 y 16 de esta ciudad, sector conocido como “Calle del Cartucho”, punto de encuentro de indigentes y delincuentes, por el deterioro de los predios y la imposibilidad de acceso a los mismos por parte de sus titulares.

Aduce que el grado de descomposición de dicha zona fue causado por el descuido y la negligencia de la Administración Municipal: Secretaría de Gobierno, Control Físico, Planeación Municipal y la Policía Nacional, a quienes describe como permisivos, pues han dejado de lado la recuperación del tejido humano que presenta problemas de drogadicción, expendio de estupefacientes, armas, alcoholismo y prostitución entre otros.

No desconoce que se pretende realizar obras que seguramente redundarán en la generación de fuentes de empleo y un gran desarrollo económico, además de grandes ingresos a la ciudad, ni que existe un principio constitucional que consagra que el interés general prima sobre el particular; sin embargo, aduce que no se puede entender que con el ejercicio del mismo se dé una vulneración al ordenamiento jurídico al tener que estar enmarcada dentro de la ley toda actuación que se lleve a cabo. En este caso la actuación no está enmarcada dentro de la ley, ya que se habla de utilidad pública por tratarse de la ejecución de programas y proyectos de renovación urbana que benefician a la comunidad conforme al Plan Parcial de Renovación Ciudad Victoria -Decreto 1301 de 2002-, pero ocurre que el Plan no autoriza a ocasionar daños y perjuicios a la propiedad, ni a desconocer el derecho de defensa de un sector de la población. Dice igualmente, que el citado Plan fue demandado ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo de Risaralda.

Refiere también que a lo largo del proceso de recuperación las propiedades han venido sufriendo deterioro y daños considerables en su estructura, causados por los encargados de operar la maquinaria y las demoliciones que soslayadamente se han realizado, sin que medie ningún acto administrativo proferido por la administración, que de manera osada y deliberadamente irrumpió en propiedad privada, con lo cual se incurrió en conductas punibles tipificadas como daño en bien ajeno, abuso de autoridad por acto arbitrario e injusto y abuso de autoridad por omisión de denuncia, entre otros.

Denuncia que la actitud de la administración municipal atenta contra los fines esenciales del Estado, por cuanto con su desidia, negligencia e inoperancia han coadyuvado a que el sector se convierta en una “olla”, y ellos como propietarios se vieron casi forzados a desalojar la zona. Que los operativos adelantados han producido que la indigencia exclusiva del sector se convierta en una amenaza inminente para toda la ciudad.

El desalojo de los propietarios, residentes y habitantes de los predios produjo que el sector se convirtiera en tierra de nadie, sin que se proveyera la seguridad que se había anunciado a algunos de ellos por parte de la Administración Municipal. Se desatendió así el fin primordial de proteger a los usuarios de la zona en procura de la convivencia pacífica, lo cual es indicativo de una vulneración por acción y por omisión de la ley y de la Constitución, con incidencia en el detrimento de los predios y en el patrimonio económico de sus propietarios.

Manifiesta que ellos no se oponen a la recuperación del sector ni a la construcción de un hiperalmacén allí, pero quieren que se les respeten los mínimos derechos como el debido proceso, el derecho a vivir dignamente y a salvaguardar su propiedad privada y su patrimonio económico, sin que la administración les brinde una respuesta oportuna sobre lo que va a pasar con sus propiedades.

Informa que frente a las irregularidades presentadas han elevado quejas a varios organismos de control y a la misma administración, sin que hayan recibido respuestas oportunas y eficaces.

Afirma que la acción es promovida por la vulneración de derechos individuales y colectivos como la moralidad administrativa, el derecho al bienestar, el derecho a la salud, a la salubridad y seguridad públicas, a la vida digna y a la propiedad privada, entre otros, sobre los cuales transcribe jurisprudencia constitucional. 

Con base en lo anterior,  solicitó la protección de los derechos vulnerados, de los cuales ellos son titulares, para que se ordene a la Administración Municipal de Pereira y a la Policía Nacional de Risaralda, la recuperación inmediata del sector aludido, para que ellos como propietarios y los comerciantes, puedan hacer uso de sus propiedades, abrir los establecimientos comerciales y obtener una vida digna, sin disminución de su calidad y sin que se ponga en peligro la integridad personal.

3.- FALLO

Analizada la solicitud de protección constitucional y las respuestas de las entidades accionadas, consideró el señor Juez de primer grado que el accionante no reside en el sector donde es copropietario de varios inmueble y que, además, estaba enterado del Plan de Renovación Urbana Galería San José - Egoyá, y que las manzanas donde se ubican los inmuebles habían quedado incluidas en la zona de renovación urbana del Municipio de Pereira y a la vez de utilidad pública e interés social, mediante el Acuerdo 013 del año 1995. Por ello, no se explicaba la vulneración de los derechos relacionados en la acción, cuando los predios estaban en total abandono.

Tuvo en cuenta que se habían anexado a las diligencias, copia del contrato por medio del cual se establecía un programa de atención a habitantes de la calle del área de influencia de la antigua galería que era objeto de renovación urbana, así como fotografías donde se ilustraban las actividades realizadas. También, que en las gráficas aportadas, se veía a indigentes hurtando ladrillo, metal y cemento de las edificaciones, con lo cual se indicaba que no era omisión o negligencia de la Administración, como lo advertían los accionantes.

De acuerdo con el contenido del Acuerdo 013 de 1995 era irremediable que se produjera el desapoderamiento del dominio sobre los bienes, para lo cual se utilizaba el arreglo directo o la expropiación, ambos con la respectiva indemnización a cargo de la entidad territorial, en desarrollo del principio constitucional plasmado en el artículo 58, que hacía primar el interés público o social sobre el privado.

Por otro lado, los supuestos perjudicados estaban en el derecho de demandar ante el Tribunal Contencioso Administrativo y no era la tutela el procedimiento sustitutivo de los medios judiciales que el peticionario dejó de utilizar. La naturaleza del mecanismo constitucional no era convertirse en un recurso adicional encaminado a lograr una decisión favorable al actor, cuando se había fracasado en la utilización de los medios ordinarios o había dejado de acudir a ellos, argumento que plasmó basado en jurisprudencia de la Corte Constitucional.

A pesar de dirigirse la tutela contra el Comando del Departamento de Policía Risaralda, estimó el a-quo que tal entidad no tenía nada que ver en el proyecto de recuperación del sector de la antigua galería dentro del plan de renovación urbana ya citado, pues la labor del ente policial es la vigilancia y control, por ello no se avizoraba vulneración de los derechos fundamentales aludidos por los accionantes.

Dedujo también el conociente, en aplicación de doctrina de la Corte Constitucional, que al tratarse de derechos colectivos, no se cumplían los requisitos para que la protección invocada por esta vía prosperara.

De contera, al verificar que no había prueba que señalara que el accionante o su grupo familiar vieran amenazados sus derechos fundamentales, ya que no se evidenciaba afectación a sus garantías a la salud, a la vida o a la integridad personal, concluyó que la acción de tutela era improcedente, no sin antes aclarar que ello no obstaba para que se recurriera a otro medio judicial que podía ser utilizado como eran las acciones populares, razón de más para no aceptar las pretensiones del actor.  

4.- IMPUGNACIÓN

En el escrito pertinente, el accionante disiente de la posición asumida por el señor Juez de primera instancia, al afirmar que desconocía el Acuerdo 013 de 1995 y por ello no lo pudo atacar judicialmente mediante una demanda de acción de nulidad u otra ante el Tribunal Administrativo.

Itera que para la demolición, la Administración no contaba con acto administrativo alguno que amparase tal  procedimiento y que al manifestar que se había realizado tal actividad por una orden que emitió el Cuerpo Técnico de Investigaciones, incurría en falsedad porque tal organismo desmintió ese argumento de conformidad con las constancias entregadas.

Insiste en que la Administración tampoco se pronunció de manera clara sobre la solución a los daños y deterioros ocasionados en las propiedades cuando los operadores de las máquinas utilizadas osada y deliberadamente decidieron irrumpir en propiedad privada, con la configuración en su concepto de la conducta punible de daño en bien ajeno, con anuencia de la administración municipal, a quien también endilga desidia y negligencia en la prestación del servicio de seguridad y salubridad públicas, lo que ha hecho que el sector se convierta en una “olla” con el consabido y obligado desalojo de los propietarios.

Considera, asimismo, que el derecho a la propiedad está unido al principio fundamental de la dignidad humana, consagrada como respuesta a la necesidad histórica de reaccionar contra la violencia, la arbitrariedad y la injusticia, en busca de un nuevo consenso que comprometiera todos los sectores en defensa y respeto de los derechos fundamentales.  

5.- Para resolver, SE CONSIDERA
5.1.  Problema Jurídico

Se erige la acción de tutela como el mecanismo idóneo para lograr la efectiva protección de derechos fundamentales, cuando se evidencie su vulneración. Tarea primaria, en el actual asunto, será dilucidar si la situación a estudio presenta una connotación tal que amerite el amparo constitucional, pues se ha asegurado, que la Administración Municipal y el Departamento de Policía Risaralda, afectaron en forma injustificada a los propietarios de predios ubicados en el sector de la antigua Galería de esta capital, por llevar a cabo procedimientos de desalojo y demolición sin agotar los procedimientos de rigor. 

5.3.  Solución al debate planteado

Parte central del asunto puesto a consideración del Juez Constitucional, está representada en la necesidad de determinar si el derecho a la propiedad, en las condiciones en que se dice ha sido vulnerado, puede catalogarse como un derecho constitucional fundamental, por ello nos ocuparemos inicialmente de este trascendental tema.

El mencionarse la existencia de derechos de “aplicación inmediata” (es decir, que no requieren la expedición de una ley previa para su ejercicio -interpositio legislatoris-), no excluye de tenerse como fundamental alguno de los derechos mirados como de aplicación o desarrollo progresivo, o de carácter programático, pues aquella condición de ser “de aplicación inmediata” es sólo una de las especies a tener en consideración, sin que agote por sí sola el universo de los derechos fundamentales; y de allí que en la  sentencia T 406/92 se concluya que “el carácter fundamental no coincide con el de aplicación inmediata”; en consecuencia, “es necesario distinguir entre Derechos fundamentales de aplicación inmediata y derechos fundamentales que no son de aplicación inmediata”, con lo cual, corresponde a la jurisprudencia definir la naturaleza y alcance de los últimos, pues en los primeros el sujeto activo, el sujeto pasivo, el contenido y los atributos que le son propios, están fijados de manera inequívoca en la Constitución. 

El derecho de propiedad merece una consideración particular, pues no es de aplicación inmediata, ni en todos los casos se le puede tener tampoco como un derecho fundamental de aplicación progresiva. Como se sabe, a partir de la declaración francesa de 1789, ya se venía proclamando el derecho de propiedad como derecho fundamental; sin embargo, este entendimiento ha sufrido modificaciones sustanciales en el Constitucionalismo contemporáneo, con lo que puede llegar a afirmarse que ya no ostenta esa categoría. Eso ha ocurrido tanto en Colombia como en otras latitudes con similar desenvolvimiento jurisprudencial a la nuestra, es el caso Español en donde el derecho de propiedad no presenta la connotación de fundamental y la doctrina es prolija al respecto: 

Así lo asegura en forma expresa ZUGALDIA ESPINAR
, lo mismo que MAPELLI
 quien con respaldo en BASILE sostiene: “se trata de derechos que no son condición para la existencia del sistema social y económico, pero sí para su legitimación: Por estas razones la tutela del art. 53.2 CE no se extiende a instituciones del sistema económico -como la propiedad…-“; también RUBIO LLORENTE
 cuando dice: “…el derecho de propiedad. Expulsado de la Sección Primera del Capítulo Segundo del Título I, seguramente por la dificultad técnica de tutelarlo mediante el amparo, este derecho que antes solía ser entendido como base o poco menos de todos los demás, ha dejado de ser entre nosotros, desde el punto de vista técnico, un derecho fundamental”. De su parte, MARTÍN CUBAS
, trae a colación la STC 111/1983 -2 de diciembre- en donde se define como un “derecho debilitado”. Y, finalmente, BLANCA PASTOR
 quien nos dice que “el derecho a la propiedad privada es un derecho reconocido y protegido por la Constitución (art. 34), pero sin alcanzar el rango de fundamental”. 

Para el caso Colombiano, la situación no es diferente, porque siguiendo el criterio por conexidad, la doctrina Constitucional ha entendido que debe presentarse una relación directa entre la condición de propietario y la amenaza a otros derechos fundamentales compatibles en cabeza del titular (vida, salud, igualdad, libertad, intimidad, etc.) para que pueda operar la garantía. Surge así la relatividad de su fundamentalidad, como claramente se expone en sentencia T-125 de 1994, en los siguientes términos: “Si bien el carácter de fundamental del derecho a la propiedad privada es relativo, la Corte Constitucional ha reconocido que, en los casos en los que su desconocimiento conduzca a la vulneración de los derechos fundamentales a la vida, a la igualdad y a la dignidad humana, éste adquiere el carácter de derecho fundamental”.

Bien diciente es la Sentencia de Casación de Oct. 18 de 2000, rad. 13.164 M.P. Alvaro Orlando Pérez Pinzón, en donde se afirmó: “…el dinero no entraña iguales características, no constituye en sí un derecho fundamental, y por lo tanto, no goza de tan especial protección...”.

En conclusión, el derecho de propiedad no debe considerarse un derecho fundamental per se, sino por conexión con otros que le den ese realce, no obstante, sí se debe considerar como una garantía constitucional  al perseguir el aseguramiento de determinadas instituciones jurídicas (como también lo son la protección a la familia, o los derechos de asociación, etc.), cuya vulneración vicia de inconstitucionalidad cualquier ley y es a la vez una forma de limitar su ejercicio como derechos subjetivos. Se dice entonces v.gr. que el derecho de propiedad tiene un fin social, con lo cual se le da un condicionamiento; pero, ese hecho de ser garantía constitucional, no significa, se repite, que sea posible su protección por vía de tutela si no lleva aparejada la vulneración de otro derecho individual de mayor rango. 

Como en el caso presente, esa vulneración a otro derecho constitucional no se aprecia, toda vez que, como bien lo señaló el Juzgado de instancia, ni el accionante ni su grupo familiar residen en el sector objeto de renovación. Quienes allí vivían eran transeúntes o invasores, personas indigentes que estaban dedicadas al comercio de estupefacientes y por tal motivo fueron incorporados a los planes sociales adelantados por la Alcaldía, razón por la cual, fue también la desidia de los mismos propietarios la que permitió el deterioro del sector. 

Sea como fuere, se trata de todas formas de hechos cumplidos, es decir, no hay forma de deshacer lo hecho e imponer el status quo para prevenir hacia el futuro algún perjuicio inminente. Sólo quedan las acciones de reparación para procurar compensar los daños, si es que en verdad fueron ejecutados en forma ilegal o antirreglamentaria como aquí se afirma.

Aclarado lo anterior, de manera adicional considera la Sala que tal como lo estimó en su momento el señor fallador de primer grado, no se observa de lo aportado a la actuación que en verdad se hubiera configurado una vulneración a los derechos a la seguridad y a la propiedad, que permita al Juez en sede de tutela emitir alguna orden concreta en orden a su protección.

No puede olvidarse que la acción de tutela constituye un mecanismo residual de protección de derechos y, en ese entendido, no resulta viable cuando se disponga de otro medio de defensa judicial. En el presente evento, se sabe que se han instaurado las demandas pertinentes ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, con relación a la validez del citado Plan de Renovación Urbana, a consecuencia de lo cual se podrá verificar si la Administración Municipal obró o no conforme a derecho. 

En consecuencia, el contarse con este otro medio de defensa judicial era otra razón para denegar el amparo deprecado, lo cual refuerza la tesis esbozada por el señor Juez de primer nivel, quien acertadamente lo advirtió, sin prescindir de la posibilidad que se tenía para acudir a otras acciones como las Populares, consagradas en el artículo 88 de la 

Constitución Política, precisamente por debatirse en este evento temas de interés colectivo.

Era improcedente la tutela y por eso el fallo impugnado debe confirmarse.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Sexto Penal del Circuito de Pereira.

SEGUNDO: Una vez ejecutoriado el fallo, se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE    
       RICARDO DE LA PAVA MARULANDA

HÉCTOR TABARES VÁSQUEZ

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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